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Señora 

JUEZ 61 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
SECCION TERCERA 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA 
E.     S.    D. 

 
Referencia: REPARACION DIRECTA DE GELBER GONZALEZ Y OTROS 
CONTRA INSTITUTO DE DESARROLLO URBANO IDU  

RADICADO: 11-001-33-43-061-2019-00312-00 
 

CONTESTACION DE LA DEMANDA 

 
LUZ ADRIANA BEDOYA BALLEN, mayor y vecina de Bogotá, identificada 
como aparece al pie de mi correspondiente firma, en mi calidad de apoderada 

especial de MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A., entidad 
legalmente constituida con domicilio principal en la ciudad de Bogotá, conforme 
el poder otorgado por su apoderado general, Doctor JAIRO RINCON 

ACHURY, también mayor y vecino de Bogotá, en forma respetuosa me dirijo 
al despacho a fin de contestar la demanda formulada en los siguientes 
términos. 
 

RAZONES DE LA DEFENSA 
 
Para que la demandada deba responder patrimonialmente es necesario probar 

que el daño que se reclama es directo, el que se presenta cuando existe un 
nexo de causalidad entre el perjuicio que se alega fue causada por una falla en 
el servicio y la conducta de la que se alega es la responsable del daño. 

 
El Estado, conforme lo establece la carta política, sólo respondería 
patrimonialmente por aquellos daños antijurídicos que le son imputables que 

son causados por acción o por omisión de las autoridades públicas. 
 
En el evento estudiado por el despacho no existen los elementos de los que se 

pueda concluir que ha surgido una responsabilidad administrativa, pues el daño 
no puede imputarse a la demandada asegurada IDU, por cuanto, aunque el 
informe de accidente indica como hipótesis huecos en la vía, el video obrante 
al proceso demuestra que el conductor de la motocicleta no transitaba por el 

carril derecho de la vía y a una distancia no mayor de un metro de la acera: 
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“ARTÍCULO 94. NORMAS GENERALES PARA BICICLETAS, 
TRICICLOS, MOTOCICLETAS, MOTOCICLOS Y 
MOTOTRICICLOS. <Ver Notas del Editor> Los conductores de 
bicicletas, triciclos, motocicletas, motociclos y mototriciclos, estarán 
sujetos a las siguientes normas: 

Deben transitar por la derecha de las vías a distancia no mayor de 
un (1) metro de la acera u orilla y nunca utilizar las vías exclusivas 
para servicio público colectivo.” 

Haciendo relación a la misma norma no debe desconocerse que el motociclista 
adelantaba entre vehículos, en forma precisa entre dos vehículos del sitp, lo 

que por la misma norma está prohibido: 
 

“No deben adelantar a otros vehículos por la derecha o entre 
vehículos que transiten por sus respectivos carriles. Siempre 
utilizarán el carril libre a la izquierda del vehículo a sobrepasar.” 

 

Es claro, conforme a los hechos de la demanda y a los anexos, que el daño 
que se demanda, no se derivan de actuar alguno de nuestra asegurada IDU. 
 
El origen del resultado no es el actuar de la demandada IDU. 

 
En este evento no se presenta un daño antijurídico del que se derive el deber 
de reparación estatal.  

 
Sobre este asunto, daño antijurídico y deber de reparación, nuestra Honorable 
Corte Constitucional, en decisión C-038 del año 2006, con ponencia del 

Magistrado Dr. HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO, del 1° de febrero de 
2006, se ha pronunciado en los siguientes términos: 
 

“Los elementos centrales del régimen de responsabilidad 
consagrado constitucionalmente son la noción de daño 
antijurídico y su imputación al Estado,  razón por la cual la 
jurisprudencia constitucional se ha ocupado de delimitarlos 
conceptualmente. Sobre el daño antijurídico se pronunció 
extensamente en la sentencia C-333 de 1996, donde luego 
de estudiar los debates en la Asamblea Nacional 
Constituyente concluyó que la propuesta que llevó a la 
consagración del actual artículo 90 estuvo inspirada en la 
doctrina española, la cual ha definido el daño antijurídico 



 

3 
 

no como aquel que es producto de una actividad ilícita del 
Estado sino como el perjuicio que es provocado a una 
persona que no tiene el deber jurídico de soportarlo, 
postura acogida por la jurisprudencia contencioso 
administrativa colombiana 
  
De manera tal que “la fuente de la responsabilidad 
patrimonial del Estado es un daño que debe ser antijurídico, 
no porque la conducta del autor sea contraria al derecho, 
sino porque el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico 
de soportar el perjuicio, razón por la cual se reputa 
indemnizable, lo cual significó un giro copernicano en el 
fundamento de la responsabilidad estatal, la cual ya no 
reposa en la “calificación de la conducta de la 
Administración, sino la calificación del daño que ella causa” 
(subrayas en el original. 
  
La Corte Constitucional ha entendido que esta acepción del 
daño antijurídico como fundamento del deber de reparación 
estatal armoniza plenamente con los principios y valores 
propios del Estado Social de Derecho debido a que al Estado 
corresponde la salvaguarda de los derechos y libertades de 
los administrados frente a la propia Administración.  
 
Igualmente ha considerado que se ajusta a distintos 
principios consagrados en la Constitución, tales como la 
solidaridad (Art. 1º) y la igualdad (Art. 13), y en la garantía 
integral del patrimonio de los ciudadanos, prevista por los 
artículos 2º y 58 de la Constitución. 
  
El segundo elemento que configura la responsabilidad 
patrimonial del Estado a la luz el artículo 90 constitucional 
es la imputabilidad del daño antijurídico a las autoridades 
públicas, aspecto en el cual también ha sido abordado por 
la jurisprudencia de esta Corporación y tratado 
profusamente por el Consejo de Estado. Esta última 
autoridad judicial ha sostenido que la imputación está 
ligada pero no se confunde con la causación material, por 
cuanto en ciertos eventos se produce una disociación entre 
tales conceptos, razón por la cual para imponer al Estado la 
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obligación de reparar un daño “es menester, que además de 
constatar la antijuricidad del mismo, el juzgador elabore un 
juicio de imputablidad que le permita encontrar un ´título 
jurídico´ distinto de la simple causalidad material que 
legitime la decisión; vale decir, la ´imputatio juris´ además 
de la imputatio facti. 
  
La Corte Constitucional ha, de esta manera, reiterado las 
consideraciones del Consejo de Estado sobre los alcances 
del inciso primero artículo 90 de la Carta, tribunal que ha 
resumido su criterio en los siguientes términos: 
  
"(S)on dos las condiciones indispensables para la 
procedencia de la declaración de la responsabilidad 
patrimonial con cargo del Estado y demás personas 
jurídicas de derecho público, a saber: el daño antijurídico y 
la imputabilidad del daño a alguna de ellas. 
  
La noción de daño antijurídico es invariable cualquiera sea 
la clase (contractual o extracontractual) o el régimen de 
responsabilidad de que se trate; consistirá siempre enla 
lesión patrimonial o extrapatrimonial que la víctima no está 
en el deber jurídico de soportar. 
  
La diferencia estriba, en consecuencia, en los títulos 
jurídicos de imputación del daño, determinantes de la 
causalidad jurídica más allá de la simple causalidad material 
que se deriva del nexo causal. 
  
Así, mientras en la responsabilidad fundada en el contrato, 
serán títulos jurídicos de imputación, por ejemplo los 
mandatos de buena fe, y la igualdad y equilibrio entre 
prestaciones y derechos que caracteriza los contratos 
conmutativos”(art. 28, ley 80 de 1993) en la 
extracontractual lo serán, además, la falla  del servicio que 
es el título de imputación más frecuente, cualquiera que sea 
el sistema que para su prueba se adopte; la culpa personal 
en nexo con el servicio, prevista para citar algunas 
disposiciones, en el inciso 2° del artículo 90 de la C. N y en 
el artículo 77 del CCA; la igualdad de las personas ante la 
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Ley (art. 13 de la C.N, entre otros); el riesgo excepcional 
establecido, por ejemplo por la Ley 104 de 1993 o en el 
decreto 444 del mismo año; el error judicial y el anormal 
funcionamiento de la administración de justicia art. 40 del 
CPC, art. 414 del CPP, etc), la inconstitucionalidad de la Ley 
declarada judicialmente, y principios de justicia de equidad 
como éste del no enriquecimiento sin causa.” (negrillas 
fuera del texto original 
   
Esta última cita es pertinente para recalar en la cuestión 
objeto de estudio en la presente decisión, pues tal como lo 
ha entendido el Consejo de Estado, la disposición 
constitucional que regula la materia establece la obligación 
de reparar los daños antijurídicos provenientes de cualquier 
autoridad pública. En efecto, como se ha reiterado el 
precepto simplemente establece dos requisitos para que 
opere la responsabilidad patrimonial estatal, a saber, que 
haya un daño antijurídico y que éste sea imputable a una 
acción u omisión de una autoridad pública, sin hacer 
distingos en cuanto al causante del daño. …” 

 

A LAS PRETENSIONES 
 
Me opongo a que se haga cualquier declaración o condena en contra de mi 

representada o de la demandada IDU, por carecer las pretensiones de 
fundamentos de hecho y de derecho como se demostrará en el curso del 
proceso, como con las excepciones se indica. 

 
A LA PRIMERA. No debe accederse a esta declaración pues el daño no puede 
imputarse a la demandada asegurada IDU, por cuanto aunque el informe de 

accidente indica como hipótesis huecos en la vía, el video obrante al proceso 
demuestra que el conductor de la motocicleta no transitaba por el carril 
derecho de la vía y a una distancia no mayor de un metro de la acera: 

 

“ARTÍCULO 94. NORMAS GENERALES PARA BICICLETAS, 
TRICICLOS, MOTOCICLETAS, MOTOCICLOS Y 
MOTOTRICICLOS. <Ver Notas del Editor> Los conductores de 
bicicletas, triciclos, motocicletas, motociclos y mototriciclos, estarán 
sujetos a las siguientes normas: 
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Deben transitar por la derecha de las vías a distancia no mayor de 
un (1) metro de la acera u orilla y nunca utilizar las vías exclusivas 
para servicio público colectivo.” 

Haciendo relación a la misma norma no debe desconocerse que el motociclista 
adelantaba entre vehículos, en forma precisa entre dos vehículos del sitp, lo 
que por la misma norma está prohibido: 

 
“No deben adelantar a otros vehículos por la derecha o entre 
vehículos que transiten por sus respectivos carriles. Siempre 
utilizarán el carril libre a la izquierda del vehículo a sobrepasar.”. 
 

A LA SEGUNDA. No debe accederse a esta condena pues el daño no puede 

imputarse a la demandada asegurada IDU, por cuanto aunque el informe de 
accidente indica como hipótesis huecos en la vía, el video obrante al proceso 
demuestra que el conductor de la motocicleta no transitaba por el carril 

derecho de la vía y a una distancia no mayor de un metro de la acera: 
 

“ARTÍCULO 94. NORMAS GENERALES PARA BICICLETAS, 
TRICICLOS, MOTOCICLETAS, MOTOCICLOS Y 
MOTOTRICICLOS. <Ver Notas del Editor> Los conductores de 
bicicletas, triciclos, motocicletas, motociclos y mototriciclos, estarán 
sujetos a las siguientes normas: 

Deben transitar por la derecha de las vías a distancia no mayor de 
un (1) metro de la acera u orilla y nunca utilizar las vías exclusivas 
para servicio público colectivo.” 

Haciendo relación a la misma norma no debe desconocerse que el motociclista 
adelantaba entre vehículos, en forma precisa entre dos vehículos del sitp, lo 
que por la misma norma está prohibido: 

 
“No deben adelantar a otros vehículos por la derecha o entre 
vehículos que transiten por sus respectivos carriles. Siempre 
utilizarán el carril libre a la izquierda del vehículo a sobrepasar.” 
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A LOS HECHOS 

 
AL PRIMERO.- No me consta me atengo a lo que logre demostrarse en el 
proceso, y no me consta por ser un hecho de terceros que debe demostrarse 
por la parte actora.   

 
AL SEGUNDO.- No me consta me atengo a lo que logre demostrarse en el 
proceso, y no me consta por ser un hecho de terceros que debe demostrarse 

por la parte actora.  
 
AL TERCERO.- No me consta me atengo a lo que logre demostrarse en el 

proceso, y no me consta por ser un hecho de terceros que debe demostrarse 
por la parte actora.  
 

AL CUARTO.- No me consta me atengo a lo que logre demostrarse en el 
proceso, y no me consta por ser un hecho de terceros que debe demostrarse 
por la parte actora.  

 
AL QUINTO.- No me consta me atengo a lo que logre demostrarse en el 
proceso, y no me consta por ser un hecho de terceros que debe demostrarse 
por la parte actora.  

 
EXCEPCIONES DE FONDO 

 

1. INEXISTENCIA DE FUENTE DE RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL DEL ESTADO EN EL DAÑO QUE SE RECLAMA  

 

En el evento estudiado por el despacho no existen los elementos de los que se 
pueda concluir que ha surgido una responsabilidad administrativa, pues el daño 
no puede imputarse a la demandada asegurada IDU, por cuanto aunque el 

informe de accidente indica como hipótesis huecos en la vía, el video obrante 
al proceso demuestra que el conductor de la motocicleta no transitaba por el 
carril derecho de la vía y a una distancia no mayor de un metro de la acera: 

 

“ARTÍCULO 94. NORMAS GENERALES PARA BICICLETAS, 
TRICICLOS, MOTOCICLETAS, MOTOCICLOS Y 
MOTOTRICICLOS. <Ver Notas del Editor> Los conductores de 
bicicletas, triciclos, motocicletas, motociclos y mototriciclos, estarán 
sujetos a las siguientes normas: 
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Deben transitar por la derecha de las vías a distancia no mayor de 
un (1) metro de la acera u orilla y nunca utilizar las vías exclusivas 
para servicio público colectivo.” 

Haciendo relación a la misma norma no debe desconocerse que el motociclista 
adelantaba entre vehículos, en forma precisa entre dos vehículos del sitp, lo 
que por la misma norma está prohibido: 

 
“No deben adelantar a otros vehículos por la derecha o entre 
vehículos que transiten por sus respectivos carriles. Siempre 
utilizarán el carril libre a la izquierda del vehículo a sobrepasar.” 

 
 

2. RESPONSABILIDAD EXCLUSIVA DE LA VICTIMA 
 
Si suprimimos hipotéticamente de los hechos narrados en la demanda la 

conducta antirreglamentaria del conductor de la motocicleta que no transitaba 
por el carril derecho de la vía y a una distancia no mayor de un metro de la 
acera, el perjuicio desaparece, veamos la norma: 
 

“ARTÍCULO 94. NORMAS GENERALES PARA BICICLETAS, 
TRICICLOS, MOTOCICLETAS, MOTOCICLOS Y 
MOTOTRICICLOS. <Ver Notas del Editor> Los conductores de 
bicicletas, triciclos, motocicletas, motociclos y mototriciclos, estarán 
sujetos a las siguientes normas: 

Deben transitar por la derecha de las vías a distancia no mayor de 
un (1) metro de la acera u orilla y nunca utilizar las vías exclusivas 
para servicio público colectivo.” 

Haciendo relación a la misma norma no debe desconocerse que el motociclista 

adelantaba entre vehículos, en forma precisa entre dos vehículos del sitp, lo 
que por la misma norma está prohibido: 
 

“No deben adelantar a otros vehículos por la derecha o entre 
vehículos que transiten por sus respectivos carriles. Siempre 
utilizarán el carril libre a la izquierda del vehículo a sobrepasar.” 

 

El hecho de haberse presentado en este evento una conducta imprudente del 
conductor de la motocicleta tal naturaleza que fue la causa eficiente del daño, 
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genera la consecuencia de ser la demandada en este evento exonerada del 

pago de cualquier indemnización, por ser el evento de responsabilidad 
exclusiva de la víctima. 
 
El exonerante de responsabilidad administrativa será la causa extraña, que 

para este evento está constituido por la existencia de un hecho causal ajeno a 
la actividad estatal, para este evento desarrollada por el conductor de la 
motocicleta, pues hubo participación exclusiva de la víctima, con lo que se ha 

roto el nexo causal. 
 
Estas dos circunstancias que desvanecen la posibilidad de atribuir culpa al 

estado. 
 
Conforme consta en el video del accidente el conductor de la motocicleta 

violaba normas de tránsito, por lo que asumió un gran riesgo al adelantar por 
un lugar no adecuado. 
 

Respecto de los daños que se reclaman, se configura la existencia de un hecho 
causal ajeno a la actividad desarrollada por IDU pues de demostrarse los 
hechos que se afirman, hubo participación exclusiva de la víctima, se ha roto 
el nexo causal. 

 
Esta circunstancia desvanece la posibilidad de atribuir responsabilidad al IDU. 
 

Se presenta entonces un hecho causal ajeno, por estar demostrada la 
intervención exclusiva de la víctima. 
 

 
3.EXCEPCION GENERICA 

 

Conforme a lo previsto en el Código Contencioso Administrativo, en caso de 
encontrar probados hechos que constituyan excepciones, así sea declarado por 
el señor Juez. 

 
PETICION 

 
Solicito en forma expresa despachar desfavorablemente las pretensiones de 

los demandantes. 
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PRUEBAS 
 
Coadyuvo las solicitadas por el apoderado de la demandada IDU. 
 

ANEXOS 
 

1. Póliza anexada con el llamamiento y sus condiciones. 

2. Copia digital de esta contestación y el llamamiento. 
3. Poder 
4. Cédula del Representante legal 

5. Certificado de existencia y representación legal 
6. Cédula y tarjeta de la apoderada 

 

 
NOTIFICACIONES 

 

1. La parte demandante en la dirección indicada en la demanda. 
2. La demandada la indicada en la contestación 
3. Mi poderdante en la carrera 14 No. 96-34 de Bogotá o en la dirección de correo 

electrónico njudiciales@mapfre.com.co 

4. La suscrita en la calle 26 A No. 13-97 oficina 1105 EDIFICIO BULEVAR 
TEQUENDAMA, Tels. 7042090 - 7042053 de Bogotá o en la dirección de 
correo electrónico jairorinconachury@hotmail.com 

 
De la Señora Juez.   
 

Cordialmente, 
 

 
LUZ ADRIANA BEDOYA BALLEN 

C.C. 52.535.150 de Bogotá 
T.P. No. 209.852 del C.S. de la J. 
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Señora 

JUEZ 61 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
SECCION TERCERA 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA 
E.     S.    D. 

 
Referencia: REPARACION DIRECTA DE GELBER GONZALEZ Y OTROS 
CONTRA INSTITUTO DE DESARROLLO URBANO IDU Y OTROS 

RADICADO: 11-001-33-43-061-2019-00312-00 
 

CONTESTACION LLAMAMIENTO 

 
LUZ ADRIANA BEDOYA BALLEN, mayor y vecino de Bogotá, identificada 
como aparece al pie de mi correspondiente firma, en mi calidad de apoderada 

especial de MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A., entidad 
legalmente constituida con domicilio principal en la ciudad de Bogotá, conforme 
el poder otorgado por su apoderado general, Doctor JAIRO RINCON 

ACHURY, también mayor y vecino de Bogotá, en forma respetuosa me dirijo 
al despacho a fin de contestar el llamamiento en garantía  formulado por 
ALLIANZ, n los siguientes términos. 
  

A LOS HECHOS 
 

Al 1. Es cierto 

 
Al 2. Es cierto. 
 

Al 3. Es parcialmente cierto. Las coaseguradoras no son solidarias y deben 
responder conforme al porcentaje asumido en el contrato, pero en el remoto 
evento que se presente una condena MAPFRE respetará el contrato y 

reembolsará lo que el asegurado pague en el porcentaje de coaseguro 
asumido. 
 

Al 4. Es cierto 
 

A LAS PRETENSIONES 
 

A LA PRIMERA. Ya fue resuelta por el despacho. 
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A LA SEGUNDA. Me opongo. Las coaseguradoras no son solidarias y deben 

responder conforme al porcentaje asumido en el contrato,  pero en el remoto 
evento que se presente una condena MAPFRE respetará el contrato y 
reembolsará lo que el asegurado pague en el porcentaje de coaseguro 
asumido. 

 
A LA TERCERA. Me opongo. Las coaseguradoras no son solidarias y deben 
responder conforme al porcentaje asumido en el contrato,  pero en el remoto 

evento que se presente una condena MAPFRE respetará el contrato y 
reembolsará lo que el asegurado pague en el porcentaje de coaseguro 
asumido. 

 
 

EXCEPCIONES DE FONDO AL LLAMAMIENTO EN GARANTIA 

 
1. COASEGURO 

 
En el hipotético evento de ordenarse el reembolso por parte de MAPFRE al IDU 
de cualquier suma que pague a la parte demandante, hay que tener en cuenta 
que conforme a los arts. 1092 y 1095 del Código de Comercio los aseguradores 
deberán soportar la indemnización debida al asegurado en proporción a la 

cuantía de sus respectivos contratos, por lo que mi representada solo podrá 
ser obligada a reembolsar el 15% de las sumas de una condena pues ese fue 
el porcentaje asumido por el coaseguro. 

 
Miremos lo que sobre la divisibilidad de las obligaciones de los coaseguradores 
se ha dicho. 

 
Me remito al Laudo Arbitral de Tribunal de arbitraje, Cámara de Comercio de 
Bogotá del  21 de Mayo de 2001 de Termocartagena S.A. ESP contra Royal 

Sunalliance Seguros: 
 

“ … Una característica muy importante del coaseguro es 
aquella, según la cual, la obligación que asumen las 
distintas compañías coaseguradoras, frente al asegurado o 
beneficiario, no es una obligación solidaria. Por el contrario, 
esta obligación es, por naturaleza, esencialmente divisible; 
igualmente es una obligación conjunta, pues en caso de 
realización del riesgo asegurado, todas las compañías 
coaseguradoras deberán responder por el pago de la 
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indemnización en la forma proporcional en que la 
asumieron. 
 
En el presente caso se discute por la convocante 
Termocartagena que la convocada Royal está obligada al 
pago del siniestro que objetó por cuanto, en su opinión, las 
otras compañías coaseguradoras, Aseguradora 
Grancolombiana S.A. y Compañía de Seguro Atlas S.A., si 
asumieron el pago de la cuota que les correspondía en el 
pago de la indemnización reclamada, lo que hicieron por 
intermedio de la Previsora S.A. Compañía de Seguros, a la 
cual cedieron su reaseguro.  
 
Precisamente por tratarse de una obligación divisible, 
conjunta y no solidaria, cada una de las compañías 
coaseguradoras responde solamente de la cuota o 
proporción que asumió en la prestación a su cargo, y el 
hecho de las demás coaseguradoras no la obliga pues, en 
conformidad con lo establecido en el inciso primero 
del artículo 1583 del Código Civil (7), cuando la obligación 
no es solidaria ni indivisible, cada uno de los acreedores 
puede solo exigir a cada uno de los codeudores su cuota; y 
cada uno de los codeudores, a su turno, solamente estará 
obligado al pago de la suya; y la cuota del deudor insolvente 
no gravara la de los demás codeudores. …” 
 

Es decir que MAPFRE no debe responder por las obligaciones de las demás 

coaseguradoras, pues al no ser la obligación solidaria, no puede exigirse a uno 
solo de los deudores la totalidad del crédito. 
 

En una eventual condena solo podría ordenarse el reembolso en el porcentaje 
asumido. 
 

Miremos lo que la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, indicó en un caso 
en el que solo se vinculó a SEGUROS BOLIVAR y no a su coasegurador la 
NACIONAL DE SEGUROS, y en el que decide que conforme al coaseguro, la 
llamada en garantía solo debe responder por el 50% asumido, la ponencia es 

del Magistrado Dr. JORGE SANTOS BALLESTEROS, del 16 de agosto de 2002 
Expediente No.  6492: 
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“ … En resumen, dos decisiones de la sentencia del 
Tribunal serán objeto de modificación en este fallo:  

 
…. Y corresponde establecer además, junto a las 

condenas del Tribunal que quedaron incólumes, lo que 
corresponde pagar a la aseguradora por la ocurrencia del 
siniestro amparado por la póliza, con las limitantes a que se 
ha hecho referencia. 

  
… 
 
4. Se dijo en relación con la póliza de seguros que 

sirvió de base al llamamiento en garantía  que el Tribunal 
no apreció que a folio 84 del cuaderno 1 figuraba el anexo 
5 de la póliza RC-1652 en virtud del cual Seguros 
Comerciales Bolívar S.A. asumía el 50% del riesgo y la 
prima y el otro 50% era asumido por La Nacional de 
Seguros, “pacto en el que expresamente se contempló la 
distribución en esa misma proporción, de los siniestros 
amparados por la póliza, y la designación de una compañía 
líder (Seguros Comerciales Bolívar S.A.) a cuyo cargo estaba 
‘la administración y atención de la póliza’, para aligerar el 
servicio a la asegurada, asumiendo esa compañía por 
consiguiente únicamente su participación porcentual y una 
vez recibida la de la otra compañía, entregándola al 
asegurado, es decir que cada una de las aseguradoras 
soportaban la indemnización debida al asegurado en 
proporción a la cuantía de sus respectivos contratos 
(artículos 1092 y 1095 del Código de Comercio). Y de otro 
lado, no vio el Tribunal que en el anexo 1 del seguro de 
responsabilidad civil contratado, denominado “Anexo de 
Predios, Labores y Operaciones para Empresa” (fl 78 cdno 
1) así como en el certificado de renovación para el periodo 
comprendido entre el 1º de junio de 1990 y e 1º de junio de 
1991 (fl 75 ib), dentro del cual acaeció el siniestro, que en 
la póliza se estipuló un ‘deducible para cualquier 
reclamación (del) 10% mínimo $250.000,oo’.  

  
Toca ahora tener presentes esas limitantes. Es 

decir, como se señaló en la sentencia, debe partirse de la 
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suma asegurada, que es $150.000.000,oo por evento, 
dividirla por dos de modo que quede establecida la suma 
que cada aseguradora asumió en virtud del pacto de 
coaseguro ($75.000.000,oo) y aplicarle a esta suma el 
deducible del 10% pactado en la póliza, lo que arroja como 
resultado un monto máximo de asunción a cargo de la 
llamada en garantía de $67.500.000,oo.” 

  
(LOS SUBRAYADOS SON MIOS) 
 

2. INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION DE INDEMNIZAR 

 
El amparo que pretende afectarse en este evento es el de responsabilidad civil 
extracontractual y en este asunto no existe responsabilidad alguna del 

asegurado en la ocurrencia del hecho, no existen los elementos de los que se 
pueda concluir que ha surgido una responsabilidad administrativa, pues el daño 
no puede imputarse a la demandada asegurada IDU, por cuanto aunque el 

informe de accidente indica como hipótesis huecos en la vía, el video obrante 
al proceso demuestra que el conductor de la motocicleta no transitaba por el 
carril derecho de la vía y a una distancia no mayor de un metro de la acera: 
 

“ARTÍCULO 94. NORMAS GENERALES PARA BICICLETAS, 
TRICICLOS, MOTOCICLETAS, MOTOCICLOS Y 
MOTOTRICICLOS. <Ver Notas del Editor> Los conductores de 
bicicletas, triciclos, motocicletas, motociclos y mototriciclos, estarán 
sujetos a las siguientes normas: 

Deben transitar por la derecha de las vías a distancia no mayor de 
un (1) metro de la acera u orilla y nunca utilizar las vías exclusivas 
para servicio público colectivo.” 

Haciendo relación a la misma norma no debe desconocerse que el motociclista 

adelantaba entre vehículos, en forma precisa entre dos vehículos del sitp, lo 
que por la misma norma está prohibido: 
 

“No deben adelantar a otros vehículos por la derecha o entre 
vehículos que transiten por sus respectivos carriles. Siempre 
utilizarán el carril libre a la izquierda del vehículo a sobrepasar.” 
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Es claro, conforme a los hechos de la demanda y a los anexos, que el daño 

que se demanda, no se derivan de actuar alguno de nuestra asegurada IDU. 
 
El origen del resultado no es el actuar de la demandada IDU. 
 

En este evento no se presenta un daño antijurídico del que se derive el deber 
de reparación estatal. 
 

Si no hay responsabilidad del asegurado, no existe responsabilidad del 
asegurador de indemnizar pues el amparo de la póliza es el de responsabilidad 
civil extracontractual. 

 
3. LIMITE DEL VALOR ASEGURADO 

 

Deberá tenerse en cuenta la cobertura que se haya contratado en el amparo 
de responsabilidad civil extracontractual, siendo este el límite asegurado hasta 
el cual deberá responder mi poderdante, circunscrito obviamente a que se 

determine la responsabilidad del asegurado en el hecho del que conoce el 
despacho. 
 
Deberá tenerse en cuenta para este evento lo previsto en el código de 

comercio, que prevé en el numeral séptimo del artículo 1047 que la póliza debe 
contener la suma asegurada y el modo de precisarla. 
 

Nunca podrá condenarse al asegurador al pago de una suma mayor a la 
contratada en este evento bajo el amparo de responsabilidad civil 
extracontractual. 

 
4. REDUCCION DE LA SUMA ASEGURADA POR PAGO DE 

INDEMNIZACION 

 
Habrá que descontar de cualquier eventual indemnización los pagos que hayan 
afectado la vigencia de la póliza por este amparo, con lo cual se reduce la suma 

asegurada. La cobertura de Responsabilidad Civil Extracontractual, tiene un 
límite asegurado para determinada vigencia.  Cualquier pago efectuado 
durante esta vigencia reduce la suma asegurada.  
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5. AUSENCIA DE COMPROBACION DE RESPONSABILIDAD DEL 

ASEGURADO FRENTE A LA VICTIMA Y LA MAGNITUD DEL DAÑO A 
ELLA IRROGADO 

 
La mera existencia del contrato de seguro no genera la obligación del 

asegurador de indemnizar.  La existencia del amparo de responsabilidad civil 
extracontractual por sí sólo no demuestra la responsabilidad del asegurado, ha 
de demostrarse la falla en el servicio para que prospere la acción de la víctima 

frente a la demandada y de ello derivar obligación de efectuar algún 
desembolso por parte del asegurador. 
 

“La Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 
precisó claramente estos dos aspectos en la Sentencia de 
10 de febrero de 2005, exp. 7614, al referirse a los 
elementos básicos que determinan el éxito del ejercicio de 
la acción directa de la víctima contra el asegurador, en los 
siguientes términos: 
 
(…) el buen suceso de la precitada acción está supeditado 
principalmente a la comprobación  de los siguientes 
presupuestos: 1) La existencia de un contrato en el cual se 
ampare la responsabilidad civil del asegurado, porque sólo 
en cuanto dicha responsabilidad sea objeto de la cobertura 
brindada por el contrato, estará obligado el asegurador a 
abonar a la víctima en su condición de beneficiaria del 
seguro contratado, la prestación prometida, y 2) La 
responsabilidad del asegurado frente a la víctima y la 
magnitud del daño a ella irrogado, pues el surgimiento de 
una deuda de responsabilidad a cargo de aquel, es lo que 
determina el siniestro, en esta clase de seguro. 
 
Para tal efecto, es necesario centrar el análisis en la 
problemática del riesgo asegurable en el seguro de 
responsabilidad, enfatizando previamente que el hecho de 
tener un seguro de responsabilidad no debe agravar ni 
atenuar la situación del responsable.”1 
 

 

 
1 DIAZ-GRANADOS ORTIZ, Juan Manuel, El seguro de responsabilidad, Bogotá, Centro 
Editorial Universidad del Rosario, 2006, página 348. 
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PRUEBAS 

1. Póliza de responsabilidad civil extracontractual y condicionado aportado 
por IDU. 

      

NOTIFICACIONES 

1. La parte demandante en la dirección indicada en la demanda. 
2. La demandada la indicada en la contestación 

3. Mi poderdante en la CARRERA 14 No. 96-34 de esta ciudad o en la 
dirección de correo electrónico njudiciales@mapfre.com.co 

4. La suscrita en la calle 26 A No. 13-97 oficina 1105 EDIFICIO BULEVAR 
TEQUENDAMA, Tels. 7042090 - 7042053 de Bogotá o en la dirección 

de correo electrónico jairorinconachury@hotmail.com 
 
De la Señora Juez.   

 
Cordialmente, 
 

 
LUZ ADRIANA BEDOYA BALLEN 
C.C. 52.535.150 de Bogotá 
T.P. No. 209.852 del C.S. de la J. 
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RV: REMITIDO AL JUZGADO 61 ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ - NUMERO DE PROCESO:
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Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
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Mar 29/09/2020 18:05
Para:  Juzgado 61 Administrativo Circuito - Bogota - Bogota D.C. <jadmin61bta@notificacionesrj.gov.co>

2 archivos adjuntos (4 MB)
CONTESTACION DEMANDA Y CONTESTACION AL LLAMAMIENTO EN GARANTIA JUZGADO 61 ADMINISTRATIVO DE BOGOTA
2019-00312-00.pdf; CONTESTACION DEMANDA Y LLAMAMIENTO EN GARANTÍA - IDU REPARACION DIRECTA JUZGADO 61
ADMINISTRATIVO DEMANDANTE GELBER GONZALEZ.docx;

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

Sede Judicial  CAN
...SECG...

De: Jairo Rincon Achury <jairorinconachury@hotmail.com>
Enviado: martes, 29 de sep�embre de 2020 3:37 p. m.
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: ivan_lizcano04@hotmail.com <ivan_lizcano04@hotmail.com>; no�ficacionesjudiciales@idu.gov.co
<no�ficacionesjudiciales@idu.gov.co>; No�ficaciones SBSeguros <no�ficaciones.sbseguros@sbseguros.co>;
no�ficacioneslegales.co@chubb.com <no�ficacioneslegales.co@chubb.com>;
no�ficacionesjudiciales@axacolpatria.co <no�ficacionesjudiciales@axacolpatria.co>; Zully Maricela Ladino Roa
<zmladino@procuraduria.gov.co>
Asunto: REMITIDO AL JUZGADO 61 ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ - NUMERO DE PROCESO: 11-001-33-43-061-
2019-00312-00 - DEMANDATE GELBER GONZALEZ Y OTROS - DEMANDADO: INSTITUTO DE DESARROLLO URBANO
IDU ASUNTO: CONTESTACION A LA DEMANDA Y AL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA
 
Señora 
JUEZ 61 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
SECCION TERCERA 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA 
E.     S.    D. 
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Con Copia a  
 
ivan_lizcano04@hotmail.com 
notificacionesjudiciales@idu.gov.co 
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REFERENCIA: REPARACION DIRECTA DE GELBER GONZALEZ Y OTROS CONTRA INSTITUTO
DE DESARROLLO URBANO IDU  
RADICADO: 11-001-33-43-061-2019-00312-00 
 
LUZ ADRIANA BEDOYA BALLEN, en mi calidad de apoderada especial de MAPFRE
SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A., respetuosamente me dirijo al despacho a fin
de allegar contestación a la demanda y contestación al llamamiento en garantía
dentro del proceso referido. 
 
De la señora Juez. 
 
Cordialmente, 
 
LUZ ADRIANA BEDOYA BALLEN 
C.C. No. 52.535.150 de Bogotá 
T.P. No. 209.852 del C.S. de la J. 

JAIRO RINCON ACHURY

Derecho de Seguros PUJ

Derecho Penal UN

Magister Ciencias Penales y Criminológicas UEC

Derecho Médico PUJ

 

Calle 26 A 13-97 ofs. 1105 y 1504

Edificio Bulevar Tequendama

Tels. 7042090 – 7042053 – 4884956 - 4884580


